
CONSULTA FACULTATIVA DE CONSTITUCIONALIDAD 

Proceso jurisdiccional: Consulta Legislativa Facultativa de Constitucionalidad 
Parte consultante: Varios Diputados y Diputadas de la Asamblea Legislativa de la República de 
Costa Rica 
Asunto consultado: constitucionalidad del Proyecto Legislativo N° 21.423, intitulado «LEY PARA 
EL FORTALECIMIENTO DE LA ACCIÓN SOCIAL DE LA ASOCIACIÓN OBRAS DEL ESPFRITU 
SANTO» 

Señores Magistrados y señoras Magistradas 
Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia 
Poder Judicial 
República de Costa Rica 
S. D. 

Respetable Tribunal Constitucional: 

Las y los legisladores que suscriben, en nuestra condición de Diputadas y Diputados de la 
Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica para el periodo constitucional 2018-
2022, por este medio y con el debido respeto acudimos ante su autoridad jurisdiccional 
suprOma, con el objeto de formular CONSULTA LEGISLATIVA FACULTATIVA de 
CONSTITUCIONALIDAD sobre el proyecto de Ley denominado: «LEY PARA EL 
FORTALECIMIENTO DE LA ACCIÓN SOCIAL DE LA ASOCIACIÓN OBRAS DEL 
ESPÍRITU SANTO», el cual se tramita bajo el expediente legislativo N° 21.423. En 
concreto, dicha gestión de control previo de constitucionalidad se plantea con base en los 
motivos de hecho y los fundamentos de derecho que se exponen a continuación: 

1.- Identificación del provecto legislativo consultado: 

El proyecto N° 21.423 es iniciativa legislativa del Diputado Pablo Heriberto Abarca Mora, 
de fecha 27 de mayo de 2019, publicado a su vez en el Diario Oficial La Gaceta N° 122 
del día 1° de julio de 2019, Alcance NI° 152. 

Luego, ingresó al Orden del Día de la Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos 
Económicos el 16 de julio de 2019; en tanto que en fecha 05 de noviembre de 2019, el 
proyecto consultado recibió dictamen afirmativo de mayoría por parte de la mencionada 
Comisión de Asuntos Económicos. 

En resumen, el proyecto de Ley pretende transferir a la Asociación Obras del Espíritu 
Santo (OES), la suma de ciento sesenta y dos millones trecientos cincuenta mil setenta y 
cinco colones con setenta y cuatro céntimos (0162,350,075.74), recursos pasivos de la 
Junta de Protección Social (JPS), en su momento favorables para el ente público no 
estatal Casa Hogar Tía Tere, los cuales fueron generados mientras estuvo vigente el 
artículo 1), inciso d) de la Ley de Distribución de la Lotería Nacional, Ley N° 1152 del 13 
de abril de 1950, derogada mediante Ley N° 8718 del 17 de febrero del 2009. 
Consecuentemente, de acuerdo con el texto base de la iniciativa, el Legislador común 
dispone que un sujeto de derecho privado pueda dar uso a estos fondos públicos para 
destinarlos al cuido y atención directa de personas menores de edad en condición de 
pobreza y pobreza extrema, ulteriormente para sufragar gastos en rubros tales como 
alimentación, servicios públicos, planta física, vestido y textiles, salud, recreación, menaje, 
capacitaciones, gastos administrativos y salarios. 
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Como hecho público y notorio relevante, adviértase que el día martes 30 de junio de 
2020, el proyecto consultado fue aprobado en primer debate por el órgano Plenario de la 
Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica. 

2.- Fundamentación iurídico-procesal de la presente consulta: 

Desde el punto de vista procesal, la presente consulta facultativa se fundamenta en los 
artículos 96 inciso b) y 98, siguientes y concordantes, de la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional (Ley N° 7135), así como en los conexos artículos 143 y 145 del 
Reglamento de la Asamblea Legislativa. Al respecto, son dos los requisitos 
indispensables que exige dicha normativa: 1) Que el memorial razonado contenga un 
número no menor de diez diputados firmantes; y 2) Que la interposición del mismo suceda 
después de aprobado el proyecto en primer debate y antes de serio en segundo, para 
asuntos de legislación ordinaria futura, como sucede en el caso concreto. 

Como podrá constatarlo la propia Sala Constitucional, es verificable que la presente 
consulta reúne los referidos requisitos de admisibilidad procesal, al venir suscrita por al 
menos 10 Legisladores(as), y al acaecer recientemente el referido hecho público y notorio 
del primer debate parlamentario, todo lo cual podrá terminar de acreditarse en el momento 
procesal oportuno, con vista del expediente legislativo formado al efecto. 

En consecuencia, la presente consulta facultativa cumple con todos los requisitos 
procesales de admisibilidad exigidos por la Ley. 

3.- Aspectos cuestionados del provecto leffislativo: 

3. 1. ASPECTOS de FORMA (o competencia). Analizado con la debida diligencia el 
presente asunto, en cuenta el expediente legislativo formado al efecto, se obtiene que el 
referido proyecto de Ley, una vez contrastado a la luz de la Constitución Política, arroja 
las siguientes dudas de constitucionalidad equivalentes a eventuales defectos o errores 
legislativos por la forma (o competencia), por demás relevantes para el bloque de 
legalidad constitucional del Estado y su órgano exclusivo de control jurisdiccional de 
regularidad constitucional, la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. En 
concreto: 

3. 1. 1. Sobre una posible violación del principio constitucional de vinculación a la 
ciencia y la técnica (votos 17126-06, 14293-05, 11562-06, 12716-12, entre otros): Lo 
primero que se hace ver a la Sala Constitucional es que el Dictamen Negativo de Minoría 
demostró una verdadera ausencia material de estudios técnicos pertinentes que motiven 
suficientemente la aprobación del proyecto consultado, al menos como una medida 
constitucionalmente válida por no ser arbitraria (o acaso mínimamente apegada a criterios 
científicos cercanos a reglas unívocas de la ciencia o de la técnica). 

Como bien lo advierte dicho dictamen, el solo hecho de que la Contraloría General de la 
República admitiese que desde el año 2010 ya no tiene la competencia legal para calificar 
la idoneidad de los sujetos privados para recibir fondos públicos, constituye razón 
suficiente para presumir que el Parlamento tampoco se arrogó esa tarea técnica muy 
propia de la Administración activa (dicho sea de paso), al menos a la hora de aprobar en 
primer debate el expediente 21.423: 

«Según la Contraloría General de la República, en relación con la calificación de 
idoneidad de los sujetos privados para recibir fondos públicos, señala la CGR que es 
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importante aclarar que, desde la promulgación de la Ley N° 8823, del 5 de mayo del 2010, 
"Reformas de varias Leyes de la Contraloría General de la República para la 
simplificación ye/fortalecimiento de la gestión pública", se eliminó la obligación que tenía 
éste órgano Contralor de calificar la idoneidad de los sujetos privados beneficiarios de 
fondos públicos, como requisito previo al giro de los recursos por parte del órgano público 
concedente. Aunado a ello, las Directrices sobre los requisitos mínimos que deben 
presentar los sujetos privados para obtener la calificación de idoneidad para administrar 
fondos públicos (N.° D-1-2005-DFOE), en las cuales se establecía dicha obligatoriedad, 
fue derogada mediante Resolución R-DC-165-2010 de las once horas del 16 de 
noviembre de 2010, publicada en La Gaceta N° 239, del 9 de diciembre del 2010. En 
razón de ello, actualmente corresponde a la institución concedente de recursos, verificar 
la aptitud técnica del sujeto privado y evaluar su capacidad legal, administrativa y 
financiera para la ejecución de los recursos, de conformidad con lo establecido en las 
"Normas de control interno para el sector público" (N-2-2009-CO-DFOE).» (ver Dictamen 
Negativo de Minoría sobre el expediente legislativo N° 21.423, p. 4). 

En otras palabras, dado que actualmente es criterio vigente de la Contraloría que 
corresponde a la Administración Pública concedente de fondos públicos la conducta 
administrativa de verificar la aptitud técnica del suieto privado para recibirlos (así como 
evaluar su capacidad legal, administrativa y financiera para la ejecución de esos recursos 
procedentes de los contribuyentes), por exclusión se deduce que la Asamblea Legislativa 
NO pudo haber hecho esa verificación (inicialmente por ser órgano constitucional 
deliberante y no ejecutivo por excelencia); y, aunque hipotéticamente alegue algún día 
que sí lo hizo, el Legislador ordinario claramente NO tiene la competencia ni la logística 
para hacerlo con acierto técnico y válidamente desde el punto de vista de la legalidad 
constitucional (como se ahondará en breve líneas abajo). 

En síntesis, este aspecto de forma es relevante para el Juez Constitucional toda vez que 
el Parlamento nunca tuvo los estudios técnicos para legislar como legisló, esencialmente 
porque NO es Administración concedente; es decir, NO es su competencia material (ni 
territorial) la decisión de transferir a particulares una suma millonaria de fondos públicos 
para cuido directo de personas menores de edad en condición de pobreza y pobreza 
extrema, como tampoco lo es procurarse el motivo técnico que sustente la validez jurídica 
final de dicho acto administrativo. 

3. 1. 2. Sobre una posible violación del principio constitucional de interdicción de la 
arbitrariedad (artículos 9, 10 y 11 constitucionales): Como acabamos de ver, se constató 
que el Parlamento validó en trámite de primer debate una medida legislativa de especial 
motivación supra-formal teniendo en cuenta que pretende transferir a un solo sujeto de 
derecho privado una suma multi-millonaria de fondos públicos para ejecutar cuido directo 
de personas menores de edad en condición de pobreza y pobreza extrema; siendo que 
por lo mismo se trata de una materia inicialmente condicionada por una regla de 
intangibilidad relativa, al menos para quienes ostenten en democracia poderes públicos 
normativos comunes u ordinarios. Por ejemplo: la Administración Pública reglamentadora 
(o concedente) e incluso el Legislador común u ordinario. 

Concretamente, se trata de una motivación más allá de lo formal, porque no solamente 
refiere a estudios técnicos previos y formales, sino que la propia jurisprudencia temática 
ha ido incrementando el rigor científico de estos insumos justificantes, digamos que hasta 
el nivel de exigirse para la validez de estas medidas el respaldo de un «análisis suficiente, 
específico e individualizado», al tiempo que no puede bastarle a la Sala IV un mero 
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cumplimiento formal del trámite, dado que, sobretodo, se trata de un requisito 
absolutamente material.  

Como se vio líneas arriba, el punto es que el Parlamento no puede realizar los estudios 
técnicos que se echan de menos, y aunque los tuviese hechos, al cabo no son 
jurídicamente válidos, por ser absolutamente incompetente en la delicada materia de 
ejecutar cuido de menores de edad vulnerables, o de delegar esa forma de cuido en 
sujetos particulares, transfiriéndoles fondos públicos, con o sin rigurosidad científica. 

Cabe abonar asimismo, que hay en este asunto un tema relativamente intangible para el 
Legislador ordinario, el cual condiciona su competencia material para legislar 
arbitrariamente o únicamente conforme al «principio de libertad de configuración 
legislativa»; por ende, este es otro tema de incompetencia (aspecto de forma), es decir, 
NO puede una transitoria mayoría relativa de diputados comunes el intentar manosear sin 
más límites que su mera opinión política, toda o una parte de los fondos públicos 
destinados a minoridad y familia del país; y mucho menos acudiendo a estudios técnicos 
no válidos o incompletos a la fecha; pero sobretodo, NO puede esa mayoría relativa 
transitoria desproteger a favor de una minoría del sector privado, lo que hoy se protege 
desde administraciones públicas activas, incluso autónomas (p. ej. el PANI según 
ahondaremos infra). En breve, esa es la lógica de intentar ponerle un límite al Legislador 
común u ordinario cuando manosea superficialmente cualesquiera modalidades de 
regímenes de fondos públicos, o de autonomías por grado del Estado social y 
democrático de Derecho que aún caracteriza a la República de Costa Rica. 

En síntesis, esta particular forma de legislar sumaria y superficialmente, de raíz estaría 
prohibida por ser arbitraria desde la forma lo que inicialmente constituye una clara 
violación del principio constitucional de interdicción de la arbitrariedad de los actos 
públicos y la motivación de estos últimos (ver en su conjunto los artículos 9, 10 y 11 
constitucionales, así como las sentencias temáticas de la Sala Constitucional 18298-12, 
14421-04, 13313-10, 3946-12, entre otros fallos relevantes). 

Las muchas veces que la Sala se ha referido a este principio elevado a rango 
constitucional, básicamente lo que reprocha es el abuso de poder o poderes públicos, 
inicialmente cuando se ejercen potestades discrecionales sin justificación o motivo 
razonable, o acaso razonando débil o falazmente sus actos de poder, como p. ej. el acto o 
hecho de legislar ordinariamente en uno u otro sentido, acudiendo a motivaciones laxas o 
inconstitucionales de raíz. O en resumen, como dice la jurisprudencia arbitrariedad es 
igual a ilegalidad por ausencia o insuficiencia de motivación de los actos de Derecho 
Público: 

«PRINCIPIO DE INTERDICCIÓN DE LA ARBITRARIEDAD DE LOS ACTOS PÚBLICOS 
Y LA MOTIVACIÓN DE ESTOS ÚLTIMOS (...) en el contexto constitucional, el 
requerimiento de motivación (...) implica imponer una limitación al poder público, ya que 
se le obliga a apegarse al principio de legalidad (...) y a la necesidad de invocar un criterio 
razonable en la toma de decisiones. La motivación es la (...) fundamentación que deben 
dar las autoridades públicas del contenido del acto que emiten, tomando en cuenta los 
motivos de hecho y de derecho, y el fin que se pretende con la decisión» (voto 18298-12). 

Para ser más precisos, en lo que interesa, el voto 14421-04 es uno de los fallos judiciales 
que mejor ha dimensionado la esencia doctrinal de este principio democrático 
absolutamente aplicable en la especie: «cuando se comete un fraude a la Constitución y a 
la ley (consciente o inconsciente), en el Derecho Público, se conoce como desviación de 
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poder y resulta un vicio claro y evidente que quebranta el principio de interdicción de la 
arbitrariedad o desviación de poder (...) puesto que, estaría rebasando sus competencias 
o atribuciones (...) para fines distintos de los propuestos o supuestos en el propio texto 
constitucional» (voto 14421-04). 

3. 1. 3. Sobre la posible violación de un principio constitucional de Reserva de 
Administración Activa Autónoma (artículo 188 en relación con los artículos 9, 51, 55 y 
122 constitucionales): Según se ha inferido, el solo acto final legislativo (o decisión 
aislada) de transferir a un solo sujeto de derecho privado una suma multi-millonaria de 
fondos públicos para ejecutar cuido directo de personas menores de edad en condición 
vulnerable, es un asunto cuya competencia esencial NO recae precisamente en el 
Legislador común. 

Tal y como consta en las actas legislativas de Plenario (primer debate), esa importante 
advertencia constitucional oportunamente la hicimos patente quienes suscribimos ahora 
esta consulta facultativa, pero sin ser refutada por parte de los legisladores que aprobaron 
en primer debate el expediente 21.423. Efectivamente, NO puede la Asamblea Legislativa 
intentar sustituir a la Administración Activa Autónoma que actualmente tiene la 
competencia material, incluso constitucional (el Patronato Nacional de la Infancia 
conforme al artículo 55), de ejecutar protección especial del Estado en beneficio de la 
población menor de edad del país. 

Pero hacerlo como se hizo, evidentemente quiebra un principio constitucional de 
Reserva de Administración Activa Autónoma (o como quiera llamarlo la Sala, el cual 
en todo caso se deduce tras inferir el esquema advertido supra desde el artículo 188 de la 
Constitución, en relación con los artículos 9, 51, 55 y 122 constitucionales). 

Incluso, desde una decisión legislativa de tal magnitud, al cabo podría haber una 
afectación relevante del principio constitucional de Inderogabilidad Singular 
Normativa (ver artículos 3, 11, 18, 33, 105, 129 constitucionales; y el voto 13367-2012, 
entre otros fallos temáticos relevantes). Esto porque el propio Legislador ordinario de 
1996 ya había decidido, conforme al artículo 55 constitucional, atribuir a la Junta Directiva 
del PANI la potestad jurídica de «convenir con el sector privado» determinadas formas de 
colaboración con la sociedad civil en la ejecución de programas institucionales relativos al 
cuido o defensa de derechos de las personas menores de edad (ver artículo 11 inciso n) 
Ley Orgánica del Patronato Nacional de la Infancia, Ley N° 7648 de 2 de diciembre de 
1996). 

En síntesis, tras lo analizado supra solo cabe que la Sala disponga declarar a la 
Asamblea Legislativa como un órgano absolutamente incompetente para ejecutar 
atención directa de menores de edad vulnerables, o para delegar esa forma de atención 
en sujetos particulares, p. ej. transfiriéndoles fondos públicos en lo conducente. 

3. 1. 4. Otros principios constitucionales eventualmente infringidos (en este caso por 
el fondo) 

Al margen de que la Sala admita (o no) nuestros argumentos supra analizados en punto a 
determinados aspectos de forma (o competencia), debemos hacer ver al Juez 
Constitucional que el Dictamen Negativo de Minoría advirtió oportunamente sobre 
posibles roces por el fondo del texto aprobado en primer debate, en perjuicio de los 
siguientes principios constitucionales: 
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Principio constitucional de Igualdad Fiscal (artículos 18, 33 y 176 de la 
Constitución Política, y votos de la Sala Constitucional Nos. 1785-1990, 117-1993, 
633-1994, entre otros) 

En este caso, el referido dictamen negativo se apoyó en las propias observaciones 
reportadas a la Comisión de Asuntos Económicos por el Patronato Nacional de la 
Infancia: 

«C..) No obstante, según observaciones del PAN!: en el país existen muchas 
organizaciones dedicadas a la protección de menores de edad y los recursos dispuestos 
en este provecto pueden contener un aporte en favor de estas y no solo de una en 
particular.» (ver Dictamen Negativo de Minoría sobre el expediente legislativo N° 21.423, 
p. 5) 

Este roce es aún más evidente si el Parlamento transfirió fondos públicos a un solo sujeto 
privado, similar a muchos otros, pero obviando criterios de territorialidad o localidad (como 
efectivamente lo obvió), entre otros parámetros tendientes a la idoneidad democrática del 
adjudicatario, tal y como también oportunamente se advirtió desde las actas legislativas 
de Plenario. 

Principio constitucional de Equilibrio Presupuestario (artículos 18, 50 y 176 de 
la Constitución Política, y voto de la Sala Constitucional N° 2018-19511, entre 
otros) 

Sobre un posible roce en contra de este importante principio recientemente dimensionado 
por la Sala con ocasión del plan fiscal del 2018 (y ahora incluso con mayor vigencia desde 
el actual contexto de la pandemia mundial por coronavirus), el Dictamen Negativo de 
Minoría aportó una serie de estimaciones fiscales responsables, las cuales la Sala no 
puede soslayar, ni en este caso, ni en cualquier otro similar (mucho menos en el referido 
contexto pandémico actual): 

«Hasta ahora, se han presentado 5 iniciativas legislativas que han pretendido girar 
recursos del erario público para AOES siendo una constante a través del tiempo. Por 
ejemplo, el Expediente 18850 y el expediente 20545 que fueron propuestos por los 
exdiputados Victor Emilio Granados Calvo y Gonzalo Alberto Ramírez Zamora 
respectivamente y que llevaron por nombre del proyecto ADICIÓN DE UN INCISO 
NUEVO AL ARTÍCULO 8 DE LA LEY N.° 8718 AUTORIZACIÓN PARA EL CAMBIO DE 
NOMBRE DE LA JUNTA DE PROTECCIÓN DISTRIBUCIÓN DE RENTAS DE LAS 
LOTERÍAS NACIONALES, su propósito era fijar un porcentaje fijo de transferencias a 
OES cargadas a las utilidades generadas por la Junta de Protección Social anualmente. 
Además, durante la discusión legislativa se incluyó a Obras del Espíritu Santo para que en 
la ley N°9635 Fortalecimiento de las Finanzas Públicas fuera exenta del cobro por IVA 
(...) Realizando un análisis, a partir de información suministrada por la Junta de 
Protección Social (...) y el impacto que en su momento pudo tener algunos de los 
proyectos mencionados en el párrafo anterior, a continuación se muestra en el Cuadro 
N°1 el Estado de Utilidades de la Junta de Protección Social para el año 2018, tomando 
en consideración la ejecución presupuestaria para el citado año (...) Para efectos del 
impacto que pudo resultar la aprobación del expediente 18850 y el 20545, donde se 
pretendía financiar a OES con el 1,25% y 0,75% de las utilidades netas distribuidas de la 
JPS respectivamente para cada expediente; un escenario de dimensiones para el año 
2018 se describe de la siguiente manera: 
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Con respecto al expediente 18850, la distribución presupuestaria para OES 
correspondiente al 1.25 % sobre las utilidades distribuidas del Estado de Utilidades 
del 2018, hubiese representado quinientos trece millones doscientos cincuenta 
unos mil con ciento cincuenta y tres colones (513 251 153 colones). 
Con respecto al expediente 20545, la distribución presupuestaria para OES 
correspondiente al 0,75 % sobre las utilidades distribuidas del Estado de Utilidades 
del 2018, hubiese representado doscientos cincuenta y seis millones seis cientos 
veinticinco mil quinientos setenta y seis colones (256 625 576 colones) [...] 

3 El actual proyecto de ley, estaría aportando un monto que asciende a 
1162.656.526.85. Un monto que representa un aporte desproporcionado en 
comparación con el monto transferido a Prevención para la Atención de Personas 
Víctimas de Explotación Sexual Comercial o el Programa de Atención de Fármaco 
Dependencia de Hogares Crea según el Cuadro N°2 sobre Distribución de 
Utilidades Ley N°8718. Ejecución Presupuestaria 2018durante el 2018 [...] 

Es importante señalar que, conforme a la distribución que se da de la utilidad neta 
obtenida por la Junta de Protección Social y atendiendo el mandato de ley conforme al 
artículo 8 de la Ley N° 8718 "Autorización para el cambio de nombre de la Junta de 
Protección Social y establecimiento de la distribución de rentas de las loterías nacionales, 
del 18 de febrero del 2009 " Obras para el Espíritu Santo en su acción social en la 
atención de personas menores de edad en condición de abandono y de vulnerabilidad,  
atención a personas adultas mayores, recibe recursos por parte de la Junta para la 
atención de esta población y conforme lo señala sus estados financieros (...), recibió en 
donaciones para el 2017 183.967,858 millones y para el 2018 156 265,068 millones. (...) 
Los recursos que la Junta de Protección distribuye para la atención de asistencia social a 
las diferentes entidades, está en la actualidad regulado por el Manual de Criterios para la 
Distribución de Recursos, de acuerdo con la Ley N°8718 (...) No obstante, aunque en la 
actualidad la disposición de giros presupuestarios a organizaciones no gubernamentales 
está regulado por el Manual de Criterios para la Distribución de Recursos, de acuerdo con 
la Ley N°8718, la III Parte sobre Programa Apoyo a la Gestión se menciona que las 
organizaciones deben cumplir una serie de requisitos, entre esos requisitos se cita el 
punto "1.12 Estar al día con el pago de las cuotas obrero patronales." (...) De igual 
manera, el Reglamento para la Transferencia, Uso, Control, y Liquidación de los Recursos 
Girados a Sujetos Privados con Convenio de Cooperación y Transferencias de Recursos 
Vigente con el Patronato Nacional de la Infancia para la Prevención, Protección y 
Atención de Personas Menores de Edad, en su artículo 17 Sobre Las Transferencias y 
Control del Departamento Financiero menciona que. "...verificará de previo al giro de los 
recursos, que la Organización no Gubernamental se encuentra declarada como patrono 
activo y al día o en arreglo judicial certificado por la Caja Costarricense del Seguro Social. 
Igualmente, estar al día con sus obligaciones con el FODESAF (...) Vinculado a lo 
anteriormente mencionado la Asociación Obras del Espíritu Santo debe al día del 20 de 
noviembre del 2019 aproximadamente 27 millones de colones a la Caja Costarricense del 
Seguro Social por conceptos de morosidad en materia laboral (Ver imagen n°3) (...) Son 
peyorativas las acciones de esta Asociación, pues ha sacado beneficios para la obtención 
de recursos públicos o para exoneraciones fiscales cuando se encuentra en condiciones 
financieras irregulares. Pues, según datos de la Municipalidad de San José la Asociación 
Obras del Espíritu Santo mantiene deudas que superan los 131 millones de colones (ver 
imagen n°4 adjunta) (...) Demostrando lo anterior, la Asociación Obras del Espíritu Santo 
no debería ser sujeto beneficiario de incentivos fiscales y, mucho menos, giros 
presupuestarios directos, cuando se conoce que existe morosidad y prácticas 
antirreglamentarias en las dinámicas presupuestarias que incluso podría estar rozando la 
ilegalidad (...) En general, el tema en contexto se basa por una disyuntiva conforme al 
principio de justicia contributiva, distributiva y de igualdad de oportunidades. La 
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legisladora pretende demostrar que existen Organizaciones no Gubernamentales que 
podrían optar por estos recursos estando al día con las obligaciones que dispone la ley, e 
incluso los recursos acá mencionados puedan tener destinos diferentes para causas igual 
de importantes donde beneficie a instituciones que, por diferentes razones, han sido 
excluidas del sistema o simplemente ignoradas. La Asociación Obras del Espíritu Santo 
ha sido objeto de incentivos fiscales, donaciones privadas y transferencias millonarias por 
parte del Estado, la concentración es evidente y ofensiva para muchos sectores.» (ver 
Dictamen Negativo de Minoría sobre el expediente legislativo N°21.423, pp. 8-12). 

4.- PRETENSIÓN: 

PRINCIPAL. Teniendo en cuenta lo anteriormente expuesto, y con fundamento 
en los artículos 96.b y 101 de la vigente Ley de la Jurisdicción Constitucional (Ley 7135), 
muy respetuosamente solicitamos a la Sala Constitucional que disponga ejercer opinión 
consultiva previa sobre el proyecto legislativo consultado. En concreto, requerimos 
despejar las dudas u objeciones de constitucionalidad formalmente planteadas en tiempo 
y forma, en el sentido de evacuar la presente consulta facultativa dentro del mes 
siguiente a su recibo y, en consecuencia, que se proceda a dictaminar sobre los 
aspectos consultados y sobre cualesquiera otros que se consideren relevantes 
desde el punto de vista constitucional. 

ACCESORIA (asuntos de trámite). De acuerdo con lo anteriormente expuesto, y 
con fundamento en los artículos 98 y 100 de la Ley 7135, muy respetuosamente 
solicitamos a la Sala IV que disponga lo siguiente: 

Que se ordene al Directorio de la Asamblea Legislativa la remisión inmediata a la 
Sala Constitucional del respectivo expediente legislativo formado al efecto y sus 
antecedentes (exp. N° 21.478), o en su defecto copia certificada de dicha 
documentación. 

Que se ordene al Directorio Legislativo gestionar la interrupción del trámite de 
votación en segundo debate del proyecto consultado, conforme al párrafo segundo 
del artículo 100 Ley 7135. 

5.- NOTIFICACIONES: 

Como lugar o medio idóneo para recibir notificaciones formales, se indica el despacho de 
la Diputada Paola VEGA RODRÍGUEZ, sito en el segundo piso del Edificio SIÓN de la 
Asamblea Legislativa; o en su defecto el siguiente correo electrónico: 
secretariafraccion.pac(aqmail.com  (favor rotular a nombre de la suscrita Legisladora 
VEGA RODRÍGUEZ). 

Rogamos justicia constitucional pronta y cumplida. Es todo. 

San José, 01 de julio de 2020.- 
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